
Con armas de alto calibre, inti-
midación a civiles y una persecu-
ción, ayer al menos 10 delincuen-
tes perpetraron un robo a rostro
cubierto a una sucursal del Ban-
coEstado ubicada en Puteando,
Región de Valparaíso, donde lo-
graron sustraer $193 millones.

El robo ocurrió cerca de las
8:00 horas, cuando el grupo in-
gresó al banco amenazando a los
trabajadores y sacando el dinero. 

En uno de los registros del he-
cho, grabado por una cámara de
seguridad cerca de la sucursal, se
observa cómo, al momento de
huir, dos de los antisociales enca-
ñonan con armas largas a civiles.

Acto seguido, los desconoci-

dos utilizaron un vehículo esta-
cionado frente al banco para es-
capar, lanzando “miguelitos”
para complicar la persecución.
Luego, abordaron una camione-
ta con rumbo a San Felipe.

Sin embargo, el botín pudo ser
recuperado pues Carabineros
interceptó el vehículo y arrestó a

algunos de los delincuentes. Eso
sí, uno de los uniformados resul-
tó herido por una bala en su pan-
torrilla y fue trasladado al hospi-
tal institucional en Santiago.

Armamento de guerra

De acuerdo con la general Mitza

González, jefe de zona suplente, en
el procedimiento desplegado se
detuvieron a 10 personas “en di-
versos lugares y por diferentes mo-
tivos, por lo que la investigación va
a determinar cuál es su grado de
participación en este delito”.

Respecto al armamento utili-
zado, explicó que “es de guerra,
fue recuperado en su totalidad
en el procedimiento policial y,
además de esos dos fusiles, fue-
ron recuperadas dos pistolas”.

El alcalde de Putaendo, Mau-
ricio Quiroz, comentó que “nos
sorprende lo que ocurrió, pero
estas bandas criminales no dejan
ningún lugar del país donde no
cometen este tipo de delitos,
además con el uso de armas de
alto calibre”.

Además, aunque se recupera-
ron los casi $200 millones, el jefe
comunal aseguró que “será difí-
cil recuperar la tranquilidad.
Hay funcionarios que estaban
ingresando al municipio, que
queda frente al banco, y pudie-
ron apreciar lo que estaba ocu-
rriendo. Por lo tanto, conmocio-
nó a todos”.

Mientras, el fiscal ECOH de
San Felipe, Benjamín Santibá-
ñez, detalló que algunos de los
detenidos tenían antecedentes
policiales y que el disparo recibi-
do por el uniformado “es mate-
ria de investigación”. 

Asimismo, dijo que “tenemos
que analizar todo lo que son las
imágenes para determinar cuán-
tos ingresaron al banco”.

Los antisociales ingresaron a sucursal de BancoEstado:

Robo a banco en Putaendo
termina con 10 detenidos, 
1 carabinero herido y 
$200 millones recuperados

J. HERRERA C.

La policía interceptó el vehículo donde huían a San Felipe,
donde arrestó a algunos delincuentes. El armamento
encontrado es de guerra y se encuentra bajo investigación. EVIDENCIA .—Junto con recuperar el dinero, también se encontraron dos fusiles de guerra. 
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‘‘Será difícil recuperar la
tranquilidad. Hay funcionarios que
estaban ingresando al municipio, que
queda frente al banco, y pudieron
apreciar lo que estaba ocurriendo”.
.....................................................................................................

MAURICIO QUIROZ
ALCALDE DE PUTAENDO

‘‘Tenemos 10 detenidos en
diversos lugares y por diferentes
motivos, por lo que obviamente la
investigación va a determinar cuál es su
grado de participación en este delito”.
.....................................................................................................

MITZA GONZÁLEZ
JEFE DE ZONA SUPLENTE

“Los fallos hay que cumplir-
los te gusten o no. Aquí se cae en
una figura de desacato por parte
de los funcionarios del Gobierno
y me parece gravísimo que ha-
yan tenido que llegar hasta esta
instancia y no haber tomado las
providencias necesarias para dar
soluciones a un tema que depen-
de netamente del Ejecutivo”.

Con esa sentencia, el presi-
dente de la comisión de Vi-
vienda de la Cámara de Dipu-
tados, Juan Fuenzalida (UDI),
es tajante para evaluar la situa-
ción que enfrenta el Gobierno
luego de que la Corte de Ape-
laciones de Valparaíso no die-
ra lugar a una nueva solicitud
de suspender el desalojo de la
megatoma de San Antonio, co-
mo lo ordenó el mismo tribu-
nal de alzada en junio de 2023
y lo refrendara la Corte Supre-
ma en marzo pasado.

El viernes 31, la semana pasa-
da, al expirar los dos meses extra
de plazo que concedió el tribu-
nal de alzada porteño, la Delega-
ción Presidencial de la Región de
Valparaíso fundó tal solicitud en
un insuficiente nivel de auxilio
de la fuerza pública y de recur-
sos logísticos y humanos que ga-
rantizaran el éxito de desplazar
las 10.251 personas asentadas en
el campamento, y derribar 4.136
viviendas ilegales.

La solicitud fue planteada
también por el alcalde de San
Antonio, Omar Vera (Indep.),
quien adujo que no solo el muni-
cipio y la comuna carecen de es-
pacios habilitados para acoger a
tal población a desplazar, sino
que el uso de la fuerza pública
para concretar el desalojo “pro-
vocaría un conflicto social y de
seguridad insospechado”. 

“Sería un inaceptable
desacato”

El Premio Nacional de Urba-
nismo 2014, Sergio Baeriswyl,
planteó que “cualquiera sea la
decisión marcará precedente. Si
la autoridad no cumple el fallo,
sería un inaceptable desacato,
pero también sería una señal de
debilidad del Estado frente a la
informalidad urbana”.

El arquitecto añade que “si las
autoridades otorgan alguna be-
neficio extraordinario a los ocu-
pantes, este sería un precedente
para que otros campamentos en
Chile tengan derecho a exigir el
mismo trato. Y si el Estado cum-
ple el fallo, será una señal de que
las tomas de terreno no son el ca-
mino para la obtención de una
solución habitacional”. 

El diputado Fuenzalida recor-
dó que hace un año el grupo par-
lamentario que preside recibió a

los comités de dirigentes de la
megatoma y requirió informa-
ción al Ministerio de la Vivien-
da, que reportó que estaba nego-
ciando la compra del terreno a
los propietarios. 

“Acá había un período bastan-
te anticipado de lo que podría
haber ocurrido y no se puede es-
perar hasta último momento pa-
ra, so pretexto de no tener las he-
rramientas como para proceder
con el fallo judicial, tratar de evi-
tar cumplirlo”, criticó.

El parlamentario agregó que

“se debería haber actuado con
urgencia y la anticipación que
correspondía. Era conocido que
se actuaba contrarreloj”.

El abogado José Francisco Ga-
lli (RN) al desempeñarse como
subsecretario del Interior del se-
gundo gobierno del Presidente
Sebastián Piñera, también debió
enfrentar situaciones complejas
como el desalojo de municipali-
dades de las regiones del Biobío
y La Araucanía, por lo que plan-
tea que ellas se deben enfrentar
con una planificación cuidadosa

y preparada a tiempo. 
Galli dice que las excusas es-

grimidas por el alcalde y la dele-
gación para suspender el desalo-
jo son “atendibles, pero total-
mente inoportunas”. 

“Este no es un fallo última ho-
ra, es un proceso que lleva más
de un año y medio. Hubo tiempo
para desarrollar un trabajo pla-
nificado y con alternativas de un
plan B y C si fallaba el anterior.
Acá está gravemente vulnerado
el Estado de Derecho al afectarse
los derechos constitucionales de

los propietarios del predio (...).
Por ello, se requería una acción
oportuna y decidida de la autori-
dad”, aseveró.

Igual de tajante es el exsubse-
cretario del Interior del primer
gobierno de Michelle Bachelet,
Felipe Harboe. “Lo que corres-
ponde es materializar el desalojo
antes de que sea un desacato de
la orden del tribunal. A estas al-
turas no hay excusa que valga,
tuvieron mucho tiempo para
conversar o planificar. Ahora
deben desalojar”, dijo.

Acciones de 
la autoridad

Entre las acciones evaluadas por
las autoridades, estuvieron com-
prar el predio al dueño, pero según
este, al poco tiempo desistieron.

En paralelo, persuadieron a los
dirigentes de la toma de organi-
zarse en cooperativas con la idea
de adquirir, con apoyo Estatal, los
tramos de terreno que ocupaban
al dueño, idea que hicieron públi-
ca en septiembre. Según Diego
Pereira, abogado de los propieta-
rios, una vez que la Corte exten-
dió en dos meses más el plazo,
hasta el 31 de enero, parecieron
perder nuevamente el interés en
la compra y concentrarse en la or-
ganización de las cooperativas.
Pero aunque la autoridad dice
que han reclutado en esta iniciati-
va al 70% de las familias, Pereira
reclama que nunca la consultaron
ni la detallaron a su cliente.

Ayer el delegado presidencial
regional, Yanino Riquelme, y la
Seremi del Minvu en Valparaíso,
Belén Paredes, insistieron en
que seguirán intermediando en-
tre familias y dueños para lograr
un acuerdo. El alcalde Vera
anunció que estudian apelar por
más plazo a la Corte Suprema.

Presidente de comisión de Vivienda de Cámara, exautoridades de Interior y Premio Nacional de Urbanismo 2014: 

Tras fallo de la justicia, emplazan al Gobierno
a cumplir desalojo de toma en San Antonio

MAURICIO SILVA Y VÍCTOR FUENTES

Las críticas apuntan a lo insuficiente de las gestiones hechas por las autoridades para lograr una solución
que permitiera desocupar el predio usurpado antes de que venciera plazo otorgado por la Corte Suprema. 

PASOS.— Autoridades insisten en lograr un acuerdo con los dirigentes de la toma en vez del desalojo. El alcalde anuncia que pedirán más plazo a la Suprema.
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‘‘Si la autoridad no
cumple el fallo, sería un
inaceptable desacato,
pero también sería una
señal de debilidad del
Estado frente a la
informalidad urbana”.
.................................................................

SERGIO BAERISWYL
URBANISTA 

‘‘La amenaza al
Estado de Derecho
requiere acción
decidida de la
autoridad. Los
argumentos que esgrime
eran atendibles hace año
y medio, no hoy”.
.................................................................

FRANCISCO GALLI
EXSUBSECRETARIO DEL INTERIOR 

‘‘No se puede
esperar hasta último
momento para, so
pretexto de no tener las
herramientas como para
proceder con el fallo
judicial, evitar cumplirlo”.
.................................................................

JUAN FUENZALIDA
DIPUTADO UDI
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n Alertan por construcción ilegal de 58 casas en área de 
cortafuegos de Lebu, en terreno tomado a la forestal Arauco
Una alarmante situación de riesgo para las

personas, en medio del peak de la temporada
de incendios forestales, fue denunciada en la
comuna de Lebu, en la provincia de Arauco, al
sur de Biobío. En esa zona se constató la cons-
trucción de viviendas ilegales en sectores
donde fueron habilitados cortafuegos.

Esas fajas de protección se establecen en
áreas donde la cercanía de los bosques con los
asentamientos humanos puede originar que el
fuego se propague a las casas y afecte a las
personas.

La temeraria acción tuvo lugar en el sector
de Trancalco, la misma localidad en que el
sábado un helicóptero que combatía incendios
forestales fue atacado a disparos, impactos
que quedaron marcados en su estructura.

Según los reportes, los inmuebles irregulares
suman 58 y fueron emplazados en un radio de
tres kilómetros de extensión, que había sido
establecido como zona de protección frente a

siniestros y como barrera de contención.
Una situación similar ya había sido denun-

ciada por la Corporación Chilena de la Madera
(Corma) en la zona de Dichato, en Biobío,
donde se levantaron viviendas ilegales en la
faja que separa a la población del bosque.

Infraestructura de protección

El subgerente de protección de incendios de
Arauco, Ramón Figueroa, expuso que “cuando
la infraestructura que las empresas forestales
crean para proteger a la población de los in-
cendios es vulnerada y transformada en tomas
ilegales, necesitamos que la autoridades actúen
de manera rápida y se aplique todo el peso de
la ley a quienes cometen este delito”. 

Para el presidente de ese gremio en Biobío
y Ñuble, Alejandro Casagrande, “en la comuna
de Lebu, y en especial en el sector de Tran-
calco, convergen una serie de delitos que han

afectado al sector forestal: usurpaciones de
terreno y, en este caso, ocupaciones en cor-
tafuegos, que constituye una infraestructura
clave para la prevención de incendios, de
siniestros intencionales, de robo de madera y
de ataques armados como el ocurrido contra
una aeronave”.

Pidió al Gobierno que “en el caso de las
usurpaciones de cortafuegos, estos sean des-
pejados para que cumplan su función preventi-
va y protejan a las personas y a la naturaleza”.

Desde el Gobierno, el delegado presidencial
de Arauco, Humberto Toro, respondió que
“este tipo de acciones aumenta el riesgo de
afectación a las familias y sus viviendas, ya que
no permite cumplir el objetivo preventivo de los
cortafuegos” y recordó que “hoy existe una Ley
de Usurpaciones y, por lo tanto, las tomas no
solo están prohibidas sino que ahora los tribu-
nales solicitan el desalojo y las personas en
flagrancia son detenidas”.

$193
millones

fueron sustraídos y pudieron
ser recuperados por Carabineros.

Fecha:
Vpe:
Vpe pág:
Vpe portada:

07/02/2025
 $11.118.221
 $20.570.976
 $20.570.976

Audiencia:
Tirada:
Difusión:
Ocupación:

     320.543
     126.654
     126.654
      54,05%

Sección:
Frecuencia:

NACIONAL
0

Pág: 7


